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AGUA Y SOSTENIBILIDAD SOCIAL AMBIENTAL: SALUD Y 
CALIDAD DE VIDA

WATER AND SOCIAL AND ENVIRONMENTAL SUSTAINABILITY: HEALTH 
AND QUALITY OF LIFE

Álvaro Avelino Sánchez Bravo1

Resumen: Este artículo examina la interdependencia entre el derecho humano al agua, la protección 
ambiental y los derechos a la salud y calidad de vida en el constitucionalismo contemporáneo en 
una perspectiva multidimensional e interdisciplinaria, analizando tanto su fundamentación teórica 
como su desarrollo normativo en el ámbito internacional y comparado. Así, el artículo presenta 
como objetivo general analizar el marco normativo internacional, las obligaciones estatales y desafíos 
actuales como el cambio climático, la privatización y los contaminantes emergentes. A través de un 
análisis normativo, bibliográfico y jurisprudencial. Demuestra que la efectiva realización del derecho 
al agua requiere un enfoque integrado que vincule sostenibilidad ambiental, salud pública y dignidad 
humana, siendo esencial para el desarrollo sostenible del siglo XXI.
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sostenible.

Abstract: This article examines the interdependence between the human right to water, environmental 
protection, and the rights to health and quality of life in contemporary constitutionalism from a 
multidimensional and interdisciplinary perspective, analyzing both its theoretical foundations and 
its normative development in the international and comparative spheres. Thus, the general objective 
of the article is to analyze the international regulatory framework, state obligations, and current 
challenges such as climate change, privatization, and emerging contaminants. Through a normative, 
bibliographic, and jurisprudential analysis, it demonstrates that the effective realization of the right 
to water requires an integrated approach that links environmental sustainability, public health, and 
human dignity, making it essential for sustainable development in the 21st century
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1 INTRODUCCIÓN

La interdependencia entre el derecho humano al agua, la protección del medio 
ambiente y los derechos a la salud y calidad de vida constituye uno de los paradigmas 
fundamentales del constitucionalismo contemporáneo y del Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos (Embid Irujo, 2006). Esta relación tripartita no puede 
entenderse como compartimentos estancos, sino como un sistema integrado donde 
cada elemento condiciona y refuerza a los demás, configurando lo que la doctrina 
ha denominado el “constitucionalismo ecológico” o “constitucionalismo ambiental” 
(Jordano Fraga, 1995). 

El reconocimiento del agua como derecho humano autónomo, aunque 
relativamente reciente en el ámbito del Derecho Internacional, representa la 
culminación de un largo proceso de evolución jurídica que encuentra sus raíces en 
la comprensión de la dignidad humana como fundamento de todos los derechos 
(McInerney-Lankford, 2009). La Resolución 64/292 de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas (2010, texto digital), adoptada el 28 de julio de 2010, reconoció 
explícitamente “el derecho al agua potable y al saneamiento como un derecho 
humano esencial para el pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos”.

Esta investigación aborda la compleja interrelación entre estos derechos desde 
una perspectiva multidimensional, analizando tanto su fundamentación teórica 
como su desarrollo normativo en el ámbito internacional y comparado. El objetivo 
principal es demostrar que la protección efectiva del derecho al agua no puede 
desvincularse de la preservación ambiental ni de la garantía de los derechos a la 
salud y a una calidad de vida adecuada, constituyendo todos ellos expresiones del 
principio de dignidad humana y del derecho al desarrollo sostenible (Gleick, 1998). 

2 FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA DEL DERECHO HUMANO AL AGUA

La conceptualización del acceso al agua como derecho humano ha seguido 
una trayectoria evolutiva marcada por su inicial consideración implícita dentro de 
otros derechos hasta su reconocimiento autónomo (Scanlon, 2004). Embid Irujo 
ha destacado que el derecho al agua constituye un “derecho síntesis” que integra 
múltiples dimensiones: la satisfacción de necesidades básicas, la preservación de 
la salud, la garantía de la dignidad humana y la protección del medio ambiente 
(Embid Irujo, 2010). 

La doctrina mayoritaria sitúa el fundamento del derecho al agua en la 
intersección entre el derecho a la vida, el derecho a la salud y el derecho a un 
nivel de vida adecuado (Cahill, 2005). Esta construcción dogmática encuentra 
apoyo en la Observación General nº 15 del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (2002), que interpretó el artículo 11 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales como comprensivo del derecho 
al agua, definiéndolo como “el derecho de todos a disponer de agua suficiente, 
salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico” (2003, 
texto digital).
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Desde una perspectiva iusfilosófica, el reconocimiento del agua como derecho 
humano responde a la teoría de los derechos fundamentales como “mandatos de 
optimización” propuesta por Alexy (2007), según la cual estos derechos exigen su 
realización en la mayor medida posible, atendiendo a las posibilidades fácticas y 
jurídicas existentes. Esta conceptualización resulta particularmente relevante para 
entender la naturaleza prestacional del derecho al agua y sus implicaciones para la 
acción estatal (Winkler, 2012).

El derecho al agua presenta múltiples dimensiones que trascienden la mera 
disponibilidad física del recurso. Según el análisis sistemático realizado por el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (2003), estas dimensiones 
incluyen: disponibilidad, calidad, accesibilidad física, accesibilidad económica 
(asequibilidad) y no discriminación.

La disponibilidad implica que el suministro de agua debe ser suficiente 
y continuo para los usos personales y domésticos, que generalmente incluyen el 
consumo, el saneamiento, la preparación de alimentos y la higiene personal y 
doméstica (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2003). La 
Organización Mundial de la Salud ha establecido que el acceso básico al agua 
requiere un mínimo de 20 litros por persona al día a una distancia no superior a 
1.000 metros del hogar (Howard; Bartram, 2003). 

La calidad del agua constituye una dimensión esencial vinculada directamente 
con el derecho a la salud. El agua debe estar libre de microorganismos, sustancias 
químicas y peligros radiológicos que constituyan una amenaza para la salud 
humana (Bartram; Ballance, 1996). Esta exigencia conecta directamente con la 
protección ambiental, pues la contaminación de las fuentes hídricas compromete 
irremediablemente la efectividad del derecho al agua (Estevan; Naredo, 2004). 

La accesibilidad presenta una cuádruple dimensión: física (proximidad a 
instalaciones de suministro), económica (costos asequibles), no discriminación 
e información (derecho a solicitar, recibir y difundir información sobre el agua) 
(Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2003). Langford y Russell 
(2017) han destacado que la accesibilidad económica no implica gratuidad absoluta, 
sino que los costos no deben comprometer la capacidad de adquirir otros bienes 
esenciales.

3 LA DIMENSIÓN AMBIENTAL DEL DERECHO AL AGUA

La relación entre el derecho al agua y la protección ambiental constituye 
un vínculo indisoluble que ha sido reconocido tanto por la doctrina como por los 
instrumentos internacionales (Shelton, 1991). Embid Irujo (2007, p. 41) sostiene 
que “no puede existir un verdadero derecho al agua sin una adecuada protección del 
medio ambiente, ni puede garantizarse efectivamente la protección ambiental sin 
atender al derecho al agua”.

Esta interdependencia se manifiesta en múltiples niveles. En primer lugar, la 
calidad del agua depende directamente del estado de conservación de los ecosistemas 
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acuáticos y terrestres (Postel; Richter, 2003). La degradación ambiental, mediante 
procesos como la deforestación, la erosión, la contaminación industrial y agrícola, 
o el cambio climático, afecta directamente a la disponibilidad y calidad del recurso 
hídrico (Millennium Ecosystem Assessment, 2005).

La Declaración de Dublín sobre el Agua y el Desarrollo Sostenible (1992, 
texto digital) estableció como primer principio que “el agua dulce es un recurso 
finito y vulnerable, esencial para sostener la vida, el desarrollo y el medio ambiente”. 
Este reconocimiento implica que la gestión del agua debe realizarse desde una 
perspectiva ecosistémica que considere la integridad de los ciclos hidrológicos y la 
preservación de los ecosistemas asociados (Dyson; Bergkamp; Scanlon, 2003).

El enfoque ecosistémico, promovido por el Convenio sobre la Diversidad 
Biológica (2000), constituye una estrategia para la gestión integrada de tierras, aguas 
y recursos vivos que promueve la conservación y utilización sostenible de manera 
equitativa. Este enfoque resulta fundamental para garantizar tanto el derecho 
humano al agua como la protección de los ecosistemas acuáticos (Groenfeldt; 
Schmidt, 2013).

La Directiva Marco del Agua de la Unión Europea (2000/60/CE) representa 
uno de los instrumentos normativos más avanzados en la incorporación del enfoque 
ecosistémico a la gestión hídrica. Esta Directiva establece un marco para la protección 
de las aguas superficiales continentales, de transición, costeras y subterráneas, con el 
objetivo de alcanzar el “buen estado ecológico” de todas las masas de agua (Kaika; 
Page, 2003).

El concepto de “caudales ecológicos” o “caudales ambientales” ilustra 
perfectamente la necesidad de equilibrar las necesidades humanas con la preservación 
de los ecosistemas (Arthington et al., 2006). Los caudales ecológicos se definen 
como el régimen de caudales necesario para mantener los ecosistemas acuáticos y 
los servicios ambientales que estos proporcionan (Tharme, 2003). La Carta Europea 
del Agua (Consejo de Europa, 1968, texto digital) ya reconocía que “el agua no 
conoce fronteras; es un recurso común que requiere cooperación internacional”.

Como es notorio, el cambio climático constituye la amenaza más significativa 
para la disponibilidad de agua dulce en el siglo XXI (Bates et al., 2008). El Grupo 
Intergubernamental de Expertos sobre el Cambio Climático (IPCC) ha documentado 
que el calentamiento global está alterando el ciclo hidrológico, intensificando tanto 
las sequías como las inundaciones, y reduciendo la disponibilidad de agua en 
numerosas regiones (Mukherji, 2014).

La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático 
(1992) reconoce la necesidad de adoptar medidas de adaptación que garanticen 
la seguridad hídrica. El Acuerdo de París (2015) refuerza este compromiso, 
estableciendo como objetivo mantener el aumento de la temperatura media 
mundial muy por debajo de 2°C con respecto a los niveles preindustriales, en parte 
para proteger la disponibilidad de recursos hídricos.
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La doctrina ha destacado que el cambio climático no solo afecta a la cantidad 
de agua disponible, sino también a su calidad, debido al aumento de la temperatura 
del agua, la proliferación de algas nocivas y la salinización de acuíferos costeros por 
la elevación del nivel del mar (Kundzewicz et al., 2007). Esta situación exige una 
adaptación de los marcos jurídicos para integrar las consideraciones climáticas en la 
planificación y gestión hídrica (Gleick, 1993).

4 EL DERECHO A LA SALUD Y SU VINCULACIÓN CON EL AGUA

El derecho a la salud constituye un derecho humano fundamental reconocido 
en múltiples instrumentos internacionales, comenzando por el artículo 25 de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) y desarrollado extensamente 
en el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales.

La Observación General nº 14 del Comité DESC (2000, texto digital) define 
el derecho a la salud como “un derecho al disfrute de toda una gama de facilidades, 
bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar el más alto nivel posible 
de salud”. Esta formulación evidencia que el derecho a la salud trasciende la mera 
asistencia sanitaria, abarcando los determinantes sociales y ambientales de la salud, 
entre los cuales el acceso al agua potable ocupa un lugar preeminente (Gostin, 
2001).

La Constitución de la Organización Mundial de la Salud (OMS, 1946) 
estableció en su preámbulo que “el goce del grado máximo de salud que se pueda 
lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano”. Esta definición, 
que vincula la salud con el bienestar físico, mental y social, y no meramente con la 
ausencia de enfermedad, amplía significativamente el contenido y alcance de este 
derecho (Tomasevski, 2001).

El acceso al agua potable y al saneamiento constituye uno de los determinantes 
más importantes de la salud pública (Prüss-Üstün et al., 2008). La OMS estima 
que aproximadamente el 80% de todas las enfermedades en los países en desarrollo 
están relacionadas con el agua, y que cada año mueren millones de personas, 
especialmente niños, debido a enfermedades transmitidas por el agua contaminada 
(World Health Organization, 2011).

Las enfermedades hídricas pueden clasificarse en cuatro categorías según su 
relación con el agua: enfermedades transmitidas por el agua (cólera, fiebre tifoidea, 
hepatitis A), enfermedades basadas en el agua (esquistosomiasis), enfermedades de 
origen vectorial relacionadas con el agua (malaria, dengue) y enfermedades causadas 
por la escasez de agua (tracoma, pediculosis) (White; Bradley; White, 1972).

La relación entre calidad del agua y salud pública ha sido ampliamente 
documentada por la investigación epidemiológica (Fewtrell; Colford, 2004). Así, 
Prüss-Üstün ha constatado que la mejora del acceso al agua potable y al saneamiento 
podría prevenir al menos el 9,1% de la carga mundial de morbilidad y el 6,3% de 
todas las muertes (Prüss-Üstün et al., 2014).
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Por otro lado, el saneamiento, entendido como la gestión higiénica de las 
excretas humanas, constituye un complemento indispensable del acceso al agua 
potable para garantizar el derecho a la salud (Hutton; Haller; Bartram, 2007). 
La Observación General nº 15 reconoció explícitamente que el derecho al agua 
comprende tanto el agua potable como el saneamiento (2003).

El Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos al 
agua potable y el saneamiento (2012) ha enfatizado que estos derechos, aunque 
relacionados, presentan características diferenciadas que justifican su tratamiento 
autónomo. El saneamiento inadecuado no solo constituye una violación de la 
dignidad humana, sino que representa una de las principales causas de contaminación 
de fuentes de agua, creando un círculo vicioso de degradación ambiental y deterioro 
sanitario (Mehta; Bongartz, 2009).

La meta 6 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible establece la necesidad 
de “garantizar la disponibilidad de agua y su gestión sostenible y el saneamiento 
para todos” para 2030. Este objetivo reconoce explícitamente la interdependencia 
entre agua, saneamiento, salud y medio ambiente, estableciendo metas específicas 
sobre calidad del agua, eficiencia en el uso, gestión integrada de recursos hídricos 
y protección de ecosistemas relacionados con el agua (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, 2015).

5 CALIDAD DE VIDA Y DERECHO AL AGUA

El concepto de calidad de vida ha evolucionado desde una noción meramente 
económica hacia una comprensión multidimensional que integra aspectos 
materiales, sociales, ambientales y subjetivos del bienestar humano (Nussbaum, 
2011). Desde una perspectiva jurídica, la calidad de vida se relaciona con lo que Sen 
denomina “capacidades”, es decir, las oportunidades reales que tienen las personas 
para elegir el tipo de vida que valoran (Sen, 1999).

La Carta Social Europea revisada (1996) reconoce implícitamente el derecho 
a una calidad de vida adecuada a través de diversos derechos sociales, incluyendo 
el derecho a la protección de la salud, el derecho a la seguridad social, y el derecho 
a vivir en un entorno sano. Este instrumento representa un avance significativo 
en el reconocimiento de los derechos sociales como componentes esenciales de la 
dignidad humana (Churchill; Khaliq, 2004).

La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha desarrollado 
el concepto de calidad de vida principalmente a través de la interpretación del 
artículo 8 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (derecho al respeto de 
la vida privada y familiar), considerando que la degradación ambiental severa 
puede constituir una violación de este derecho cuando afecta significativamente al 
bienestar de las personas (Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 1994).

El acceso inadecuado al agua constituye tanto una causa como una 
consecuencia de la pobreza, configurando lo que el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo ha denominado la “crisis del agua como crisis de pobreza” (2006, 
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texto digital). Las personas en situación de pobreza sufren desproporcionadamente 
la falta de acceso al agua, destinando a menudo un porcentaje significativamente 
mayor de sus ingresos a la adquisición de agua de peor calidad (Whittington; 
Lauria; Mu, 1991).

El Informe sobre Desarrollo Humano de 2006, dedicado específicamente al 
agua, documentó que la falta de acceso al agua potable y al saneamiento perpetúa 
ciclos de pobreza y desigualdad, afectando a la salud, la educación (especialmente 
de las niñas), la productividad económica y la dignidad humana (Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, 2006). Este análisis evidencia que el agua no 
es simplemente un recurso económico, sino un bien esencial para el desarrollo de 
capacidades humanas (Sen, 1985).

La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible reconoce explícitamente 
esta interrelación al establecer el agua como uno de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y como elemento transversal que contribuye al logro de otros objetivos, 
incluyendo la erradicación de la pobreza, el hambre cero, la salud y bienestar, la 
educación de calidad y la reducción de las desigualdades (Asamblea General de las 
Naciones Unidas, 2015).

Un aspecto reseñable que destacar los constituye la necesaria consideración de 
estudios de género en lo tocante al acceso al agua, y consecuentemente, a una digna 
calidad de vida. La dimensión de género constituye un aspecto fundamental en el 
análisis del derecho al agua y su impacto en la calidad de vida (Bennett et al., 2005). 
Las mujeres y niñas soportan desproporcionadamente la carga de la falta de acceso 
al agua, dedicando un promedio de 200 millones de horas diarias a nivel mundial 
a la recolección de agua, tiempo que podría dedicarse a la educación, el trabajo 
remunerado o el descanso (UN-Water, 2015).

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (2016) ha 
establecido que los Estados deben garantizar que las mujeres no sean discriminadas 
en el acceso al agua y al saneamiento, y que participen en los procesos de toma de 
decisiones sobre la gestión del agua. La Observación General nº 15 del Comité 
DESC también reconoce que el acceso al agua debe garantizarse sin discriminación 
alguna, prestando especial atención a los individuos y grupos que tradicionalmente 
han enfrentado dificultades para ejercer este derecho (2003).

La falta de instalaciones de saneamiento adecuadas en las escuelas constituye 
una de las principales causas de abandono escolar de las niñas en países en desarrollo, 
lo que demuestra cómo la carencia de infraestructura hídrica afecta al ejercicio de 
otros derechos fundamentales (Sommer et al., 2016). La Resolución 70/169 de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos al agua 
potable y el saneamiento (2015) enfatiza la importancia de la igualdad de género en 
la realización de estos derechos.
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6 MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL

El marco normativo internacional del derecho al agua se ha construido 
progresivamente a través de diversos instrumentos, tanto vinculantes como de soft 
law (Langford, 2005). Aunque ningún tratado de derechos humanos anterior al 
siglo XXI reconocía explícitamente el derecho al agua, diversos instrumentos lo 
incorporaron implícitamente o en relación con grupos específicos (Bulto, 2011).

La Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer (1979, texto digital) estableció en su artículo 14.2(h) que los 
Estados deben garantizar a las mujeres rurales “condiciones de vida adecuadas, 
particularmente en las esferas de [...] el abastecimiento de agua”. La Convención 
sobre los Derechos del Niño (1989, texto digital) reconoce en su artículo 24.2(c) 
el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud, incluyendo “el 
suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre”.

La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(2006) establece en su artículo 28 que los Estados deben garantizar el acceso de 
las personas con discapacidad a servicios de agua potable apropiados y asequibles. 
Este reconocimiento específico subraya la necesidad de que la infraestructura y los 
servicios hídricos sean accesibles para todas las personas, independientemente de 
sus capacidades.

La Resolución 64/292 de la Asamblea General de las Naciones Unidas 
(2010, texto digital) representa un hito fundamental al reconocer explícitamente “el 
derecho al agua potable y al saneamiento como un derecho humano esencial para el 
pleno disfrute de la vida y de todos los derechos humanos”. Aunque las resoluciones 
de la Asamblea General no son jurídicamente vinculantes en sentido estricto, esta 
Resolución ha sido interpretada como una expresión de opinio iuris que contribuye 
a la formación de derecho internacional consuetudinario (McCaffrey, 2005).

El Consejo de Derechos Humanos, mediante su Resolución 15/9 (2010, 
texto digital), confirmó que “el derecho humano al agua potable y el saneamiento 
se deriva del derecho a un nivel de vida adecuado y está indisolublemente asociado 
al derecho al más alto nivel posible de salud física y mental, así como al derecho a la 
vida y la dignidad humana”.

Posteriores resoluciones del Consejo de Derechos Humanos han desarrollado 
y precisado el contenido de estos derechos. La Resolución 27/7 (2014) reconoció 
el derecho humano al saneamiento como distinto del derecho al agua, aunque 
relacionado con este. Esta diferenciación responde a la necesidad de visibilizar las 
especificidades del saneamiento y garantizar su adecuada implementación.

A mayor abundamiento, las Observaciones Generales de los Comités de 
Tratados constituyen interpretaciones autorizadas del contenido de los derechos 
reconocidos en los instrumentos internacionales (Steiner, 2005). La Observación 
General nº 15 del Comité DESC (2003) sobre el derecho al agua representa el 
desarrollo doctrinal más completo de este derecho en el ámbito internacional.
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Esta Observación General establece que el derecho al agua contiene tanto 
libertades como derechos. Las libertades incluyen el derecho a mantener el acceso 
a un suministro de agua necesario para ejercer el derecho al agua y el derecho 
a no ser objeto de injerencias, como por ejemplo la desconexión arbitraria o la 
contaminación de los suministros de agua. Los derechos incluyen el derecho a un 
sistema de abastecimiento y gestión del agua que ofrezca a la población iguales 
oportunidades de disfrutar del derecho al agua.

La Observación General nº 14 del Comité DESC (2000, texto digital) sobre 
el derecho a la salud complementa este marco al establecer que entre las obligaciones 
básicas de los Estados figura “garantizar el acceso a un suministro de agua limpia y 
potable”. Esta interpretación refuerza la interdependencia entre el derecho al agua y 
el derecho a la salud (Toebes, 1999).

Desde nuestro ámbito territorial, el marco jurídico de la Unión Europea en 
materia de agua constituye uno de los sistemas más desarrollados y comprehensivos 
a nivel internacional (Kaika, 2003). La Directiva Marco del Agua (2000/60/CE) 
establece un marco común para la protección de todas las aguas (superficiales, 
subterráneas, de transición y costeras) con el objetivo de alcanzar su buen estado.

Esta Directiva (2000) introduce conceptos innovadores como la gestión por 
demarcación hidrográfica en lugar de por divisiones administrativas, el enfoque 
combinado de valores límite de emisión y normas de calidad ambiental, y el 
principio de recuperación de costes de los servicios relacionados con el agua. La 
Directiva también incorpora expresamente el principio “quien contamina paga” y 
exige la participación activa de todas las partes interesadas en la gestión del agua.

La Directiva sobre Agua Potable (Directiva (UE) 2020/2184) actualiza y 
refuerza los estándares europeos en esta materia, estableciendo requisitos más 
estrictos para ciertos contaminantes, incluyendo criterios para contaminantes 
emergentes como microplásticos y compuestos disruptores endocrinos. Esta 
Directiva también incorpora el enfoque del “agua segura desde la fuente hasta el 
grifo” (UE, 2020, texto digital), que abarca toda la cadena de suministro.

Significativamente, la nueva Directiva sobre Agua Potable introduce por 
primera vez una referencia explícita al derecho humano al agua, estableciendo en 
su considerando 2 que “el acceso al agua es un derecho humano” (UE, 2020, texto 
digital). La Directiva obliga a los Estados miembros a mejorar o mantener el acceso 
al agua para todos, con especial atención a grupos vulnerables y marginados.

No obstante, la propia arquitectura europea, da lugar a evidentes disparidades 
entre los Estados miembros en lo atinente a esta materia. El caso de Irlanda resulta 
particularmente ilustrativo de las tensiones entre diferentes modelos de financiación 
de servicios hídricos (Kennedy, 2017). Hasta 2014, Irlanda fue el único país 
de la Unión Europea sin sistema de tarifas domésticas por consumo de agua, 
financiándose los servicios hídricos mediante impuestos generales (Duffy et al., 
2015). La introducción de tarifas en 2014 generó una intensa contestación social 
que eventualmente llevó a la suspensión del sistema de cobro (Hearne, 2020).
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Este caso ilustra el desafío de equilibrar la necesidad de financiación sostenible 
de los servicios de agua con el principio de asequibilidad inherente al derecho 
humano al agua (Russell, 2018). La experiencia irlandesa también pone de relieve 
la importancia de la legitimidad social y la participación ciudadana en las decisiones 
sobre modelos de gestión y financiación del agua (Boudet et al., 2020).

Francia, por su parte, presenta un modelo mixto donde la gestión del agua 
es predominantemente municipal, pero con fuerte participación de empresas 
privadas bajo régimen de concesión (Barraqué, 2003). La Ley francesa sobre el 
agua y los medios acuáticos (2006) estableció el derecho de toda persona a acceder 
al agua potable en condiciones económicamente aceptables, constituyendo un 
reconocimiento legal explícito del derecho al agua (Loi n° 2006-1772, 30 décembre 
2006).

Los Países Bajos, representan un caso paradigmático de gestión integrada 
del agua en un contexto de alta vulnerabilidad hídrica. El sistema holandés de 
gestión del agua, basado en las “juntas del agua” (waterschappen), combina gestión 
democrática participativa con alta capacidad técnica. Este modelo ha demostrado 
eficacia tanto en la protección frente a inundaciones como en la garantía de agua de 
calidad para todos los ciudadanos (Mostert, 2006).

La justiciabilidad del derecho al agua, entendida como la posibilidad de 
exigir su cumplimiento ante tribunales, constituye un elemento esencial para su 
efectividad (Langford, 2009). Aunque los instrumentos europeos de derechos 
humanos no reconocen explícitamente el derecho al agua, los tribunales europeos 
han desarrollado jurisprudencia relevante a través de la interpretación de otros 
derechos (Scheinin, 2001).

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha abordado cuestiones 
relacionadas con el agua principalmente bajo el artículo 8 (derecho al respeto de 
la vida privada y familiar) en casos de contaminación ambiental severa (Mowbray, 
2004). En el caso “López Ostra contra España” (1994), el Tribunal estableció 
que la contaminación ambiental severa puede violar el artículo 8 cuando afecta al 
bienestar de las personas y les impide disfrutar de sus domicilios (Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos, 1994). 

En el caso “Dubetska y otros contra Ucrania” (2011), el Tribunal consideró 
que las autoridades habían violado el artículo 8 al no adoptar medidas para garantizar 
agua potable segura a los residentes de una zona afectada por contaminación 
de acuíferos por actividad minera (Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
2011). Esta jurisprudencia, aunque no reconoce un derecho autónomo al agua, 
establece obligaciones positivas del Estado relacionadas con el acceso al agua como 
componente del bienestar y la vida privada (Pedersen, 2012).

La Carta Social Europea y su mecanismo de reclamaciones colectivas ofrecen 
otra vía para la exigibilidad de derechos relacionados con el agua (Churchill; Khaliq, 
2004). El Comité Europeo de Derechos Sociales ha interpretado que el derecho a la 
protección de la salud (artículo 11) y el derecho a la vivienda (artículo 31) incluyen 
el acceso a agua potable (Comité Europeo de Derechos Sociales, 2010).
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7 OBLIGACIONES ESTATALES Y RESPONSABILIDAD 
INTERNACIONAL

La dogmática de los derechos económicos, sociales y culturales distingue tres 
niveles de obligaciones estatales: respetar, proteger y realizar (facilitar, promover y 
garantizar) (Shue, 1996). Esta tripartición, desarrollada inicialmente por Henry 
Shue y sistematizada por Asbjørn Eide, resulta plenamente aplicable al derecho al 
agua (Eide, 2001). 

La obligación de respetar exige que los Estados se abstengan de interferir directa 
o indirectamente en el ejercicio del derecho al agua. Esto incluye abstenerse de toda 
práctica o actividad que deniegue o restrinja el acceso al agua potable en condiciones 
de igualdad, de inmiscuirse arbitrariamente en los sistemas consuetudinarios o 
tradicionales de distribución del agua, y de reducir o contaminar ilícitamente el 
agua (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2003).

La obligación de proteger requiere que los Estados impidan a terceros 
(particulares, grupos, empresas u otras entidades) que menoscaben en modo 
alguno el disfrute del derecho al agua (Comité de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales, 2003). Esta obligación resulta particularmente relevante en contextos 
de privatización de servicios de agua, donde el Estado mantiene su responsabilidad 
de garantizar que los proveedores privados respeten los estándares de derechos 
humanos (Bakker, 2003).

La obligación de realizar comprende la adopción de medidas positivas para 
facilitar, promover y garantizar el derecho al agua. Esto incluye dar reconocimiento 
suficiente a este derecho en el ordenamiento político y jurídico nacional, adoptar 
una estrategia y un plan de acción nacionales en materia de recursos hídricos, vigilar 
el grado de realización del derecho al agua, y adoptar programas de agua orientados 
a grupos vulnerables (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
2003).

El Comité DESC ha identificado un conjunto de obligaciones básicas de 
efecto inmediato que no están sujetas a realización progresiva. Estas incluyen: 
garantizar el acceso a la cantidad esencial mínima de agua que sea suficiente y 
apta para el uso personal y doméstico; garantizar el derecho de acceso al agua sin 
discriminación alguna; garantizar el acceso físico a instalaciones que proporcionen 
agua suficiente, salubre y regular; y vigilar que los costos de los servicios de agua 
sean asequibles (Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 2003).

El concepto de “realización progresiva” reconoce que la plena efectividad de 
los derechos económicos, sociales y culturales no puede alcanzarse inmediatamente, 
pero impone a los Estados la obligación de “adoptar medidas” deliberadas, concretas 
y orientadas lo más claramente posible hacia la satisfacción de estos derechos” (Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 1966, texto digital). 
Courtis (2006) ha subrayado que la realización progresiva no autoriza la inacción 
estatal, sino que exige un avance constante y verificable hacia la plena realización 
del derecho.
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La doctrina de las “medidas regresivas” establece que cualquier retroceso 
deliberado en la realización del derecho al agua requiere una justificación exhaustiva 
y está sujeto a un escrutinio estricto (Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, 1990, texto digital). El Estado debe demostrar que la medida regresiva 
fue adoptada después de considerar todas las alternativas posibles, que fue necesaria 
para la protección de otros derechos fundamentales, y que se minimizaron sus 
efectos negativos (Sepúlveda, 2003).

El artículo 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales reconoce que los Estados deben adoptar medidas “hasta el máximo de 
los recursos de que disponga [...] tanto por separado como mediante la asistencia 
y la cooperación internacionales” (Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, 1966, texto digital). Esta disposición fundamenta las 
obligaciones de cooperación internacional en materia de derecho al agua (Salman; 
McInerney-Lankford, 2004).

La Observación General nº 15 establece que los Estados Parte deben reconocer 
suficientemente el derecho al agua en los acuerdos internacionales, y que deben 
abstenerse de adoptar medidas que directa o indirectamente den lugar a un aumento 
de las enfermedades relacionadas con el agua en otros países (Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 2003). Esta obligación resulta particularmente 
relevante en el contexto de cursos de agua transfronterizos (Dellapenna; Gupta, 
2009).

La Convención sobre el Derecho de los Usos de los Cursos de Agua 
Internacionales para Fines Distintos de la Navegación (1997) establece principios 
fundamentales para la gestión de aguas transfronterizas, incluyendo el uso equitativo 
y razonable, la obligación de no causar daños significativos, y el deber de cooperación 
(Convención sobre el Derecho de los Usos de los Cursos de Agua Internacionales 
para Fines Distintos de la Navegación, 1997). Aunque esta Convención no hace 
referencia explícita a los derechos humanos, su interpretación debe realizarse en 
armonía con las obligaciones de derechos humanos de los Estados (Tanzi; Arcari, 
2001). 

8 OBLIGACIONES ESTATALES Y RESPONSABILIDAD 
INTERNACIONAL

El debate sobre la privatización de los servicios de agua constituye uno de los 
temas más controvertidos en la materialización del derecho humano al agua (Barlow; 
Clarke, 2002). Los defensores de la privatización argumentan que la gestión privada 
puede aportar eficiencia, inversión y experiencia técnica (Segerfeldt, 2005). Los 
críticos sostienen que la lógica del beneficio económico resulta incompatible con la 
garantía de un derecho humano esencial (Hall; Lobina, 2008).

La experiencia comparada muestra resultados mixtos de los procesos de 
privatización, con casos de mejora en la calidad y cobertura del servicio, pero 
también numerosos ejemplos de incrementos tarifarios que afectaron negativamente 
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a poblaciones vulnerables, reducción de la calidad del servicio, y conflictos sociales 
que llevaron a la reversión de las concesiones (Castro, 2007). El caso de Cochabamba 
(Bolivia) en 2000 constituye un ejemplo paradigmático de las tensiones que pueden 
surgir entre la privatización y el acceso equitativo al agua (Crespo et al., 2005). 

El Comité DESC (2003) ha clarificado que el derecho al agua no exige 
una forma específica de gestión (pública o privada), pero sí impone obligaciones 
sustantivas independientemente del modelo adoptado. Cuando los Estados optan 
por involucrar al sector privado en la prestación de servicios de agua, deben mantener 
sistemas efectivos de regulación que garanticen la asequibilidad, accesibilidad, 
calidad y continuidad del servicio (Bakker, K, 2010). 

De especial seguimiento se constituye la sociedad digital y sus implicaciones 
en la titularidad, ejercicio y tutela del derecho humano al agua. Las innovaciones 
tecnológicas ofrecen nuevas oportunidades para mejorar la gestión del agua y 
garantizar el acceso universal a agua potable y saneamiento (Shannon et al., 2008). 
Las tecnologías de desalinización, aunque energéticamente intensivas, pueden 
contribuir a aumentar la disponibilidad de agua en regiones con escasez hídrica 
(Elimelech, M., y Phillip, W. A., 2011). Los sistemas de recolección de agua 
de lluvia, depuración de aguas grises y reutilización de aguas residuales tratadas 
representan estrategias complementarias para mejorar la seguridad hídrica (UN 
World Water Assessment Programme, 2019).

La digitalización y las tecnologías de la información están transformando la 
gestión del agua mediante sistemas inteligentes de medición, detección de fugas, 
monitoreo de calidad en tiempo real y gestión optimizada de redes de distribución 
(Boyle et al., 2013). Estas innovaciones pueden contribuir significativamente 
a la eficiencia en el uso del agua y a la reducción de pérdidas en los sistemas de 
distribución (Mutchek, M., & Williams, E., 2014).

Sin embargo, la implementación de estas tecnologías plantea cuestiones de 
equidad y accesibilidad (Brown; Keath; Wong, 2009). Existe el riesgo de que las 
soluciones tecnológicas beneficien principalmente a poblaciones urbanas con mayor 
capacidad económica, profundizando las brechas existentes en el acceso al agua 
(Larson et al., 2014). La comunidad internacional debe garantizar que la innovación 
tecnológica se oriente también hacia soluciones apropiadas, sostenibles y asequibles 
para comunidades rurales y poblaciones vulnerables. (Peter; Nkambule, 2012).

La nanotecnología aplicada al tratamiento de agua representa un campo 
emergente con potencial para desarrollar sistemas de purificación de bajo costo y alta 
eficiencia (Qu; Alvarez; Li, 2013). No obstante, la aplicación de estas tecnologías 
debe someterse a evaluaciones rigurosas de sus posibles impactos ambientales y 
sanitarios, en consonancia con el principio de precaución (Comisión Europea, 
2000).

Igualmente, en especial por su penosa y lamentable actualidad, se manifiesta 
la problemática relativa al acceso al agua en situaciones de conflicto armado, que 
constituye una preocupación creciente del Derecho Internacional Humanitario 
(Gleick, P. H., 2006). El artículo 54 del Protocolo Adicional I a los Convenios 
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de Ginebra (1977) prohíbe atacar, destruir, sustraer o inutilizar los bienes 
indispensables para la supervivencia de la población civil, incluidas las instalaciones 
de agua potable. El Protocolo Adicional II (1977) contiene una prohibición similar 
en su artículo 14. 

A pesar de estas protecciones normativas, las infraestructuras hídricas 
son frecuentemente objeto de ataques durante conflictos armados, ya sea como 
objetivo militar, estrategia de presión sobre poblaciones civiles, o daño colateral 
de operaciones militares (International Committee of the Red Cross, 2015). El 
Comité Internacional de la Cruz Roja ha documentado numerosos casos en los 
que la destrucción de instalaciones de agua ha tenido consecuencias humanitarias 
devastadoras, incluyendo brotes de enfermedades hídricas y desplazamientos 
forzados de población (International Committee of the Red Cross, 2020).

La gestión de recursos hídricos transfronterizos también puede constituir una 
fuente de tensiones interestatales (Wolf, A. T., 1998). El concepto de “hidropolítica” 
analiza cómo el control y distribución del agua puede generar tanto cooperación 
como conflicto entre Estados (Zeitoun; Warner, 2006). Wolf y otros (1999) 
investigadores han documentado que, históricamente, la cooperación en materia de 
agua ha sido más frecuente que el conflicto, pero advierten que el cambio climático 
y el aumento de la demanda pueden intensificar las tensiones hídricas en el futuro. 

Un aspecto de relevante actualidad, lo constituye la defensa de los derechos 
y la identidad propia de los denominados pueblos indígenas. Los derechos de los 
pueblos indígenas sobre el agua presentan dimensiones específicas que trascienden 
la conceptualización individualista del derecho humano al agua (Boelens, 2009). La 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 2007) reconoce el derecho de estos 
pueblos a conservar y proteger el medio ambiente y la capacidad productiva de sus 
tierras o territorios y recursos.

Para muchas comunidades indígenas, el agua posee no solamente valor 
utilitario, sino también significado espiritual, cultural y ceremonial (Wilson et al., 
2019). Los sistemas consuetudinarios de gestión del agua desarrollados por pueblos 
indígenas a lo largo de generaciones representan conocimientos tradicionales valiosos 
que deben ser respetados y protegidos (McGregor, 2004). Por su parte, el Convenio 
169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales (1989) establece el derecho de 
estos pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de los 
recursos naturales existentes en sus tierras. 

La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 
desarrollado importantes precedentes sobre los derechos de los pueblos indígenas 
en relación con sus territorios y recursos naturales, aunque la mayoría de estos 
casos corresponden al ámbito latinoamericano (Mc-Gregor; Delgado, 2025). No 
obstante, los principios establecidos tienen relevancia universal, particularmente 
en lo que respecta al derecho a la consulta previa, libre e informada cuando se 
proyecten medidas que puedan afectar a los recursos hídricos en territorios indígenas 
(Asamblea General de las Naciones Unidas, 2007).
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Otra consideración que no debe obviarse debe girar en torno a los 
contaminantes emergentes, que representan un desafío creciente para la garantía 
del derecho al agua de calidad (Richardson; Terne,, 2014). Estas sustancias, que 
incluyen productos farmacéuticos, productos de cuidado personal, microplásticos, 
nanopartículas y compuestos disruptores endocrinos, no están regulados en la 
mayoría de las jurisdicciones y sus efectos sobre la salud humana y los ecosistemas 
no se comprenden completamente (Schwarzenbach et al., 2006).

La Directiva Marco del Agua de la Unión Europea (Directiva 2013/39/UE, 
2013) ha establecido un mecanismo de revisión periódica de sustancias prioritarias 
que debe controlarse en las aguas, constituyendo un modelo de adaptación 
regulatoria a los nuevos conocimientos científicos sobre contaminantes. Sin 
embargo, el ritmo de desarrollo de nuevas sustancias químicas supera la capacidad 
de los sistemas regulatorios para evaluar y controlar sus riesgos (Bernhardt et al., 
2017).

El principio de precaución, consagrado en la Declaración de Río sobre el 
Medio Ambiente y el Desarrollo (1992), debe aplicarse ante la incertidumbre 
científica sobre los efectos de contaminantes emergentes. Este principio justifica la 
adopción de medidas preventivas incluso cuando no existe certeza científica absoluta 
sobre el daño potencial, especialmente cuando está en juego un bien jurídico tan 
fundamental como el acceso al agua de calidad (Trouwborst, 2006).

La problemática de los microplásticos en las fuentes de agua merece especial 
atención (Koelmans et al., 2019). Estudios recientes han detectado presencia de 
microplásticos en agua potable, aguas superficiales, aguas subterráneas e incluso 
en agua embotellada. (Mason, Weltje; Napper, 2018). Aunque la investigación 
sobre los efectos sanitarios de la exposición a microplásticos está en desarrollo, su 
ubicuidad plantea interrogantes importantes sobre la efectividad de las actuales 
tecnologías de tratamiento de agua (World Health Organization, 2019).

9 INTEGRACIÓN Y COHERENCIA: HACIA UN ENFOQUE HOLÍSTICO

El concepto del “nexo agua-energía-alimentos” reconoce las interdependencias 
fundamentales entre estos tres sectores (Hoff, 2011). La producción de energía 
requiere agua, la producción de alimentos requiere agua y energía, y el tratamiento 
y distribución de agua requiere energía (Bazilian et al. (2011). Esta interrelación 
implica que las políticas en cualquiera de estos sectores tienen efectos en los demás, 
requiriendo una aproximación integrada (Biggs et al., 2015).

La Conferencia de Bonn sobre el Nexo Agua, Energía y Seguridad Alimentaria 
(Bonn Conference, 2011) promovió este enfoque integrado, enfatizando la 
necesidad de superar la planificación sectorial fragmentada. La perspectiva del nexo 
resulta particularmente relevante para los países en desarrollo, donde las inversiones 
en infraestructura deben optimizarse para maximizar sinergias y minimizar 
compensaciones negativas entre sectores (Ringler, Bhaduri,; Lawford, 2013).
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Desde la perspectiva de derechos humanos, el enfoque del nexo debe orientarse 
hacia la satisfacción simultánea del derecho al agua, el derecho a la alimentación y el 
derecho al desarrollo, garantizando que las decisiones sobre asignación de recursos 
hídricos prioricen los usos básicos humanos y ambientales (Allouche; Middleton; 
Gyawali, 2015).

Desde la consideración económica de los derechos, el concepto de economía 
circular aplicado al agua propone superar el modelo lineal tradicional (extracción-
uso-descarga) hacia un modelo circular que maximice la reutilización, recuperación 
de recursos y minimización de residuos (Smol et al., 2015). Este enfoque resulta 
esencial para mejorar la seguridad hídrica en un contexto de creciente estrés hídrico 
y cambio climático (Kirchherr; Reike; Hekkert, 2017).

La reutilización de aguas residuales tratadas para usos no potables (agricultura, 
industria, riego de espacios verdes urbanos) puede reducir significativamente la 
presión sobre fuentes de agua dulce (Jiménez; Asano, 2008). El Reglamento de la 
Unión Europea sobre requisitos mínimos para la reutilización del agua (Reglamento 
UE 2020/741) establece estándares de calidad y gestión de riesgos para la 
reutilización de aguas residuales urbanas depuradas en riego agrícola.

La recuperación de nutrientes (nitrógeno, fósforo) y energía (mediante 
digestión anaerobia) de las aguas residuales transforma lo que tradicionalmente 
se consideraba un residuo en un recurso (Guest et al., 2009). Esta aproximación 
no solo mejora la sostenibilidad ambiental, sino que también puede generar 
beneficios económicos que contribuyan a la viabilidad financiera de los sistemas de 
saneamiento (Verstraete et al., 2009).

De lo manifestado, es evidente que la gobernanza integrada de recursos 
hídricos (GIRH) constituye el paradigma dominante en la gestión moderna del 
agua (Global Water Partnership, 2000). La GIRH se define como “un proceso 
que promueve el desarrollo y gestión coordinados del agua, la tierra y los recursos 
relacionados, con el fin de maximizar el bienestar económico y social resultante de 
manera equitativa sin comprometer la sostenibilidad de ecosistemas vitales” (Global 
Water Partnership, 2000, p. 22).

Los principios de Dublín (Declaración de Dublín sobre el Agua y el Desarrollo 
Sostenible, 1992) establecieron fundamentos de la GIRH que siguen siendo 
relevantes: el agua dulce como recurso finito y vulnerable; la gestión y desarrollo 
del agua debe basarse en un enfoque participativo; las mujeres desempeñan un 
papel central en el suministro, gestión y protección del agua; y el agua tiene valor 
económico en todos sus usos competitivos.

La meta 6.5 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible establece “implementar 
la gestión integrada de los recursos hídricos a todos los niveles” para 2030 (Asamblea 
General de las Naciones Unidas, 2015, texto digital). Sin embargo, el progreso 
hacia esta meta ha sido desigual, con muchos países enfrentando desafíos en la 
coordinación intersectorial, la asignación de recursos, y el balance entre distintos 
usos y usuarios del agua (UN-Water, 2018).
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La gobernanza multinivel del agua, que implica la coordinación entre 
diferentes niveles administrativos (local, regional, nacional, transfronterizo) 
constituye un desafío particular (Pahl-Wostl et al., 2012). La Convención sobre 
la Protección y Utilización de los Cursos de Agua Transfronterizos y de los Lagos 
Internacionales (Convención del Agua de UNECE, 1992) establece un marco para 
la cooperación transfronteriza que puede facilitar la GIRH en cuencas compartidas.

10 CONCLUSIONES

La interrelación entre el derecho humano al agua, la protección del medio 
ambiente y los derechos a la salud y calidad de vida constituye un sistema integrado 
e interdependiente que refleja la complejidad de los desafíos contemporáneos en 
materia de derechos humanos y desarrollo sostenible. Este análisis permite extraer 
las siguientes conclusiones fundamentales:

Primera. El reconocimiento del agua como derecho humano autónomo 
representa un avance significativo en el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, aunque su efectividad depende críticamente de su integración con 
la protección ambiental y otros derechos fundamentales. El agua no puede 
conceptualizarse meramente como un bien económico, sino como un bien esencial 
para la dignidad humana cuyo acceso debe garantizarse universal y equitativamente.

Segunda. La dimensión ambiental del derecho al agua no constituye un 
aspecto secundario o instrumental, sino un componente esencial de su contenido. 
La degradación de ecosistemas acuáticos, la contaminación de fuentes hídricas 
y el cambio climático amenazan directamente la efectividad del derecho al 
agua, evidenciando que la protección ambiental y los derechos humanos son 
interdependientes e indivisibles.

Tercera. El nexo entre agua y salud representa uno de los vínculos más directos 
y tangibles entre derechos humanos. El acceso al agua potable y al saneamiento 
constituye un determinante fundamental de la salud pública, cuya carencia genera 
una carga desproporcionada de morbilidad y mortalidad, particularmente en 
poblaciones vulnerables. La garantía del derecho a la salud resulta imposible sin la 
efectiva realización del derecho al agua.

Cuarta. El concepto de calidad de vida integra dimensiones que trascienden 
la mera supervivencia, abarcando aspectos de bienestar, dignidad, igualdad y 
desarrollo humano. El acceso al agua impacta múltiples dimensiones de la calidad 
de vida, incluyendo la salud, la educación, la productividad económica, la igualdad 
de género y la cohesión social. La privación del acceso al agua perpetúa ciclos de 
pobreza y exclusión que contradicen el objetivo del desarrollo humano sostenible.

Quinta. El marco normativo internacional del derecho al agua ha 
experimentado un desarrollo significativo en las últimas décadas, transitando desde 
reconocimientos implícitos hacia el reconocimiento explícito en resoluciones de la 
Asamblea General y observaciones de Comités de Tratados. No obstante, persisten 
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desafíos en la traducción de estos estándares normativos en cambios tangibles en la 
vida de millones de personas que carecen de acceso adecuado al agua.

Sexta. Las obligaciones estatales en materia de derecho al agua comprenden 
dimensiones negativas (abstenerse de interferir con el acceso existente) y positivas 
(adoptar medidas para garantizar el acceso universal). La doctrina de la realización 
progresiva no autoriza la inacción, sino que exige avances constantes y verificables, 
prohibiendo medidas regresivas injustificadas.

Séptima. Los desafíos contemporáneos – privatización, contaminación 
emergente, cambio climático, conflictos armados – requieren respuestas normativas 
y de política pública que integren coherentemente las dimensiones humana y 
ambiental del agua. La fragmentación institucional y sectorial constituye un 
obstáculo para la gestión efectiva y equitativa de recursos hídricos.

Octava. La experiencia comparada, particularmente en el contexto europeo, 
demuestra la viabilidad de modelos diversos de gestión del agua que pueden ser 
compatibles con el derecho humano al agua, siempre que garanticen los principios 
de disponibilidad, calidad, accesibilidad física, asequibilidad económica y no 
discriminación. No existe un modelo único de gestión, pero sí existen estándares 
universales de derechos humanos que deben respetarse independientemente del 
modelo adoptado.

Novena. La justiciabilidad del derecho al agua, tanto a nivel nacional como 
internacional, constituye un elemento esencial para su efectividad. Los mecanismos 
de rendición de cuentas, participación ciudadana y acceso a recursos judiciales 
deben fortalecerse para garantizar que el derecho al agua no permanezca como una 
aspiración retórica sino como un derecho exigible.

Décima. El enfoque integrado que vincula agua, medio ambiente, salud y 
calidad de vida no solo es conceptualmente necesario sino también pragmáticamente 
indispensable. Las políticas fragmentadas que abordan estos elementos aisladamente 
resultan ineficientes e incapaces de responder a la complejidad de los desafíos 
actuales. El paradigma del desarrollo sostenible, articulado en los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible, ofrece un marco apropiado para esta integración, aunque su 
implementación efectiva requiere transformaciones profundas en las estructuras de 
gobernanza, los modelos económicos y las prioridades políticas.

En síntesis, la efectiva realización del derecho humano al agua, en su 
indisoluble conexión con la protección ambiental y los derechos a la salud y calidad 
de vida, constituye uno de los desafíos fundamentales del siglo XXI. Su abordaje 
requiere un compromiso renovado de la comunidad internacional, los Estados, el 
sector privado y la sociedad civil, orientado por los principios de dignidad humana, 
equidad, sostenibilidad y solidaridad intergeneracional.
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